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TEMA: Para establecer la competencia por el factor territorial deben 

atenderse varios sub factores como son el fuero personal, el fuero real y el 

fuero contractual. El primero hace referencia al domicilio del demandado; 

el segundo al lugar donde se encuentra ubicado el bien sobre el cual versa 

la relación sustancial y; el tercero, al sitio en el que debe cumplirse el 

contrato.  Cuando el demandado carezca de domicilio y residencia en el 

país, o se desconozca ésta, será competente el juez del domicilio o 

residencia del demandante. DIRIME CONFLICTO. 

 

 

 

Se dirime el conflicto negativo de competencia suscitado entre los 

JUZGADOS SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE 

ITAGUI y el TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y 

CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA, para conocer del proceso 

de la referencia, en los siguientes términos: 
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1.0.  A N T E C E D E N T E S.  

 

 

Los señores FABIO DE JESÚS ARENAS CANO y MARÍA DEL ROCÍO 

MONTOYA, promovieron PROCESO VERBAL, pretendiendo se declare la 

resolución del contrato de compraventa, gravamen hipotecario y afectación 

contenido en la escritura pública 2168 del 15 de noviembre de 2012 de la 

Notaría Única de Sabaneta. 

 

Dicha demanda se impetró en contra de los señores FRANCISCO 

ALEJANDRO DUARTE JIMÉNEZ y CAROLINA GUAYARA ROJAS, 

en su condición de compradores, de quienes se manifestó en el escrito 

mediante en el cual se subsanaron los requisitos exigidos en auto 

inadmisorio, desconocer su ubicación o domicilio, acotando que 

inicialmente había sido dirigida a los JUECES CIVILES MUNICIPAL DE 

ITAGUÍ (REPARTO), porque el  domicilio laboral  que se tenía conocido 

del señor DUARTE JIMÉNEZ, estaba ubicado en ese Municipio, pero que 

para efectos de cumplir con los referidos requisitos se había logrado 

verificar que ya no estaba laborando en ese lugar, y que en el ADRES se 

indicaba que su domicilio era Sabaneta. 

 

Liminarmente, el asunto fue asignado por reparto al JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE ITAGUÍ, ente 

judicial que, por auto del cinco de abril de los corrientes, lo rechazó por 

carecer de competencia por el factor territorial, considerando la 

manifestación realizada por la vocera judicial de los demandantes, en el 

escrito mediante el cual cumplió requisitos de inadmisión. 

 

En cumplimiento de lo anterior, se le repartió la presente demanda al 

JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y 
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CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA, quien a su vez declinó la 

atribución de la competencia, en atención a lo establecido en la parte final 

del numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso que 

establecía: “…Cuando el demandado carezca de domicilio en el país, será 

competente el juez de su residencia.  Cuando tampoco tenga residencia en 

el país o ésta se desconozca, será competente el juez de domicilio o 

residencia del demandante”; pues la parte demandante había manifestado 

desconocer el domicilio y residencia de los demandados; por tanto, dispuso 

la remisión del expediente al JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

LA ESTRELLA (REPARTO). 

 

En contra de dicha decisión la parte demandante formuló recurso de 

reposición dentro del término legalmente contemplado para tal efecto, 

dentro del cual manifestó que los demandantes para ese momento ya se 

encontraban domiciliados en la Calle 34 C No. 61-43 apartamento 201, 

Barrio Ditaires, comuna 3, de Itaguí, por lo que solicitaba que la remisión 

del expediente se hiciera para los Jueces Civiles Municipales de dicha 

localidad. 

 

Recepcionada la demanda por el JUZGADO SEGUNDO PROMISCUO 

MUNICIPAL DE LA ESTRELLA, a quien le fue asignado por reparto, 

ordenó en proveído del 17 de junio de 2021, la devolución del expediente al 

Despacho judicial de Sabaneta que había dispuesto su remisión, por no 

haber dado aplicación a lo establecido en el artículo 139 del Código General 

del Proceso, esto es, proponer conflicto negativo de competencia y remitirlo 

al funcionario competente de dirimirlo. 

 

Recibida nuevamente la demanda por el JUZGADO TERCERO 

PROMISCUO MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL DE 

GARANTÍAS DE SABANETA, mediante auto del 12 de julio de 2021, 
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propuso el referido conflicto, conforme a los argumentos aducidos en el 

auto en el que declinó la competencia del presente asunto, agregando 

además, que al tenor de lo establecido en el numeral 3° del artículo 28 del 

Código General del Proceso, la demandante en el memorial mediante el 

cual había cumplido requisitos de inadmisión, dijo que el inmueble objeto 

de compraventa estaba ubicado en Medellín, por lo que también carecía de 

competencia por el factor territorial, pues serían los Jueces de dicha 

Municipalidad quienes debían avocar su conocimiento. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S. 

 

 

La competencia como la define el tratadista Mattirolo, citado por el doctor 

Azula Camacho en su obra “Manual De Derecho Procesal Civil, Tomo I, 

Teoría General del Proceso”, es la medida en que la jurisdicción se 

distribuye entre las diversas autoridades judiciales, la cual es establecida 

por ley, con el fin de repartir equitativamente los procesos entre los 

diferentes órganos jurisdiccionales y hacer efectiva la jerarquía. 

 

Para tal efecto estableció varias circunstancias que la determinaban, 

denominados factores y clasificados en: objetivo, subjetivo, funcional, 

territorial y de conexión. 

 

El objetivo hace referencia a la naturaleza de la relación jurídica y en 

algunos casos a la cuantía. El subjetivo toma en consideración la calidad o 

condición de los intervinientes. El territorial se relaciona con el espacio 

específico y delimitado donde un juez ejerce sus funciones.  El funcional 

sirve de criterio para la distribución vertical. El de conexión atiende las 

pretensiones que pueden acumularse para ser impulsadas en un mismo 
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proceso. 

 

En el caso del factor territorial deben atenderse varios sub factores como lo 

son el fuero personal, el fuero real y el fuero contractual.  El primero, se 

refiere al lugar del domicilio del demandado; el segundo, al lugar donde se 

encuentra ubicado el bien sobre el cual versa la relación sustancial; y el 

tercero, al lugar donde debe cumplirse el contrato. 

 

Puede ocurrir que se presente concurrencia: Dentro del mismo fuero, 

cuando con la circunstancia determinante de la competencia arroje varios 

lugares, ya sea porque se demande a varios demandados con distinto 

domicilio, porque la relación sustancial recaiga sobre varios bienes 

ubicados en lugares diferentes, o porque se haya indicado por las partes más 

de un lugar para cumplir con el contrato.  O, entre los diferentes fueros, 

porque exista la posibilidad de determinar la competencia territorial por dos 

o tres de ellos.   

 

Previendo lo anterior, el legislador en el artículo 28 del Código General del 

Proceso enunció las reglas que deben aplicarse para definir la competencia 

por el factor territorial, estableciendo como pauta general que se determina 

por el fuero personal, esto es, que “…salvo disposición legal en contrario, 

es competente el juez del domicilio del demandado. Si son varios los 

demandados o el demandado tiene varios domicilios, el de cualquiera de 

ellos a elección del demandante. Cuando el demandado carezca de 

domicilio en el país, será competente el juez de su residencia. Cuando 

tampoco tenga residencia en el país o esta se desconozca, será competente 

el juez del domicilio o de la residencia del demandante.” (Resalto 

intencional). 
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3.0. C A S O  C O N C R E T O. 

 

 

 

Le asiste aptitud jurídica a esta Corporación para definir el presente asunto, 

por cuanto involucra a dos despachos uno promiscuo y otro civil de idéntica 

categoría (municipal) y pertenecientes al mismo distrito judicial (Medellín), 

siendo su superior funcional común el Tribunal Superior de Medellín Sala 

Civil (Art. 139 C. G. del P.), lo cual pasa a realizarse en los siguientes 

términos: 

 

 

De acuerdo con lo reseñado en los antecedentes la demanda fue dirigida 

inicialmente a los Jueces Civiles Municipales de Itagüí, con fundamento en 

que el domicilio laboral de uno de los demandados estaba ubicado en esta 

localidad; sin embargo, al presentarse el memorial contentivo del 

cumplimiento de los requisitos exigidos por el Juzgado en el auto 

inadmisorio, se afirmó que el domicilio laboral de uno de los accionados 

que en principio había servido para determinar la competencia del Juzgado 

ya no correspondía y que en el ADRES figuraba que era Sabaneta, lo que 

sirvió de fundamento a dicho Despacho judicial para rehusarse a conocer la 

demanda y disponer fuera remito a los JUZGADOS CIVIL 

MUNICIPALES DE SABANETA. 

 

Sin embargo, el JUZGADO TERCERO PROMISCUO MUNICIPAL DE 

ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTÍAS DE SABANETA, a quien le 

fue repartida, consideró que no era competente en atención a lo consagrado 

en la parte final de regla 1° del artículo 28 del Código General del Proceso, 

donde se determina que cuando se desconoce el domicilio y residencia del 

demandado, debe determinarse la competencia territorial por el domicilio o 

residencia del demandante, y que en este caso, se había expresado como tal 

el Municipio de La Estrella, debiendo ser los jueces de esta Municipalidad 
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quienes debían conocer del asunto, o en su defecto los Jueces Civiles 

Municipales de Medellín, en aplicación de la regla 3ª de la misma 

preceptiva, por cuanto el cumplimiento de la obligación de entrega del 

inmueble objeto de compraventa era Medellín, conforme lo había solicitado 

la parte actora en el escrito de cumplimiento de requisitos. 

 

Así las cosas, efectivamente, en el numeral 1° del artículo 28 del Código 

General del Proceso, se establece que en el evento de desconocerse el 

domicilio y la residencia del demandado, el competente para conocer un 

proceso contencioso será el Juez del lugar del domicilio o residencia de la 

parte demandante. 

 

Igualmente, en el numeral 3° de la citada norma, se indica que en los 

procesos originados en un negocio jurídico, también es competente el juez 

del lugar de cumplimiento de cualquiera de las obligaciones, a manera de 

fuero concurrente y a elección del actor. 

 

Ahora, si bien la parte demandante manifestó en el escrito mediante el cual 

cumplió requisitos de inadmisión que se remitiera la demanda a los 

Juzgados de Medellín, tal petición no la fundamentó en dicha circunstancia, 

sino en razón de ubicación del inmueble, aspecto que no se enmarca para 

determinar la competencia en estos asuntos, como lo indicó el Juez de 

Itaguí. 

 

Aunado a lo anterior, se observa que en memorial posterior al del 

cumplimiento de requisitos, esto es, en el que formuló recurso de reposición 

frente al rechazo que inicialmente hizo el Juez de Sabaneta, la vocera 

judicial de los demandantes, solicitó que la demanda fuera remitida a los 

Juzgados Municipales de Itaguí, atendiendo a la regla señalada por aquél 

Despacho Judicial, esto es, la enunciada en la parte final del numeral 1° del 
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precepto 28 del Código General del Proceso, considerando que sus 

representados habían cambiado su residencia para esa Municipalidad. 

 

Por tanto, es factible que el demandante ante la existencia de varios jueces 

competentes, por los diferentes factores, opte por presentar la demanda ante  

cualquiera de ellos, como lo hizo en este caso, y como a la fecha respecto de 

dicha demanda no se ha perpetuado la competencia en cabeza de ningún 

Juzgado, es procedente atender la escogencia manifestada por la parte actora 

respecto de uno de los Jueces competentes, en el escrito en el cual propuso 

recurso de reposición ante el Juez de Sabaneta, esto es,  el del domicilio de 

ésta, es decir, los Jueces Civiles Municipales de Itagüí, Antioquia. 

 

En consecuencia, la aptitud legal recae en el JUZGADO SEGUNDO CIVIL 

MUNICIPAL DE ORALIDAD DE ITAGUÍ, por ser esta la localidad el 

domicilio del demandante, ante el desconocimiento del lugar de ubicación 

del demandado, conforme se contempla en el numeral 1° del artículo 28 del 

Código General del Proceso. 

 

Consecuente con lo expuesto, el  suscrito Magistrado de la Sala Civil del 

Tribunal Superior de Medellín,  

 

 

R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: Dirimir el conflicto de competencia y DECLARAR 

competente para conocer de la demanda analizada al JUZGADO 

SEGUNDO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE ITAGUÍ, 

ANTIOQUIA, a quien se le asignó la misma inicialmente, por ser éste el 
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lugar de residencia de los demandantes, en atención a la regla enunciada en 

la parte final del numeral 1° del artículo 28 del Código General del Proceso.  

 

SEGUNDO: REMÍTANSE las diligencias al citado Despacho Judicial, 

informando lo acá resuelto al JUZGADO TERCERO PROMISCUO 

MUNICIPAL DE ORALIDAD Y CONTROL DE GARANTÍAS DE 

SABANETA-ANTIOQUIA. 

 

  

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

 

 

El Magistrado, 

 

 

CARLOS ARTURO GUERRA HIGUITA 

 

C.U.D.R.: 05001 22 03 000 2021 00378  -00 

 


